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Prólogo


El gobierno del presidente Alan García de 1985 a 1990 significó para los peruanos la exacerbación de todos los flagelos que ya venía sufriendo, llevando al país a niveles de cuasi inviabilidad. En lo económico, una hiperinflación desbocada que parecía incontrolable, una recesión severa, la imposición de medidas controlistas que solo empeoraron la situación y espantaron a la inversión privada luego de la frustrada estatización de la banca en 1987. En lo político, Sendero Luminoso y el MRTA llegaron a controlar extensas zonas del país, siendo el estado de emergencia el estado natural de las cosas. Graves violaciones a los derechos humanos, como el emblemático caso de la matanza de los penales o la conducta impropia de un Estado de derecho, como dijo la CVR, «en algunos momentos y en algunos lugares» se registraron en este periodo y continúan hasta hoy impunes. La tortura y el asesinato no fueron ajenos en esos aciagos días.


Sin embargo, a esos males se unió otro peor. El convencimiento de que el presidente Alan García se había enriquecido ilícitamente durante su gobierno fue tan popular como indignante. Los diputados y senadores del Fredemo que llegaron al Congreso en 1990 tenían un compromiso ético con sus votantes. Debían averiguar la verdad, procesar al expresidente en lo que correspondiera y entregarlo al Poder Judicial para su proceso penal y condena. La historia de este libro, escrito en 1994, es esa. 


No es una historia con final feliz. No triunfa la verdad, la justicia y el bien. Sin embargo, es una historia que no puede volver al baúl del olvido en la que las circunstancias políticas la colocaron. Nuestra tolerancia social con los corruptos en el poder tiene raíces muy antiguas, sin embargo, sus manifestaciones más recientes fueron la elección de Alan García en el 2006 y el triunfo legislativo del fujimorismo en el 2016, a pesar del padre, expresidente, preso.


El fantástico viaje al pasado que ofrece el libro de Pedro Cateriano tiene varios méritos. El primero, ser un testimonio de época, narrado en primera persona. El segundo, el nivel de detalle que puede proporcionar un libro que se terminó de escribir en 1994. La minuciosidad con que se narran los hechos brinda sorpresa tras sorpresa al lector. Buena parte de nuestro actual elenco político aparece ahí. Sus posteriores alianzas y sumisiones a García pueden provocar sentimientos encontrados que cada lector aquilatará. Pero ahí están muchos de los que antes acusaban y, años después, fueron útiles al expresidente.


Queda muy claro, al terminar de leer el libro, cuál es el origen de la fortuna personal de García desde la compra amañada de la casa de Chacarilla del Estanque hasta las coimas del tren eléctrico. En este caso, no puede dejar de restársele mérito a la tenacidad de Fernando Olivera y a la comisión que presidió en buscar la verdad. El Partido Aprista fue usado sistemáticamente, como aparato político de defensa de García, dentro del Congreso y fuera de él, para desacreditar las acusaciones cada vez que se cometía un error. Una aplanadora tramposa y difícil, muy difícil de vencer. El libro narra con destreza los golpes y contragolpes, las agotadoras sesiones, la guerra sucia interna, los favores pagados, las complicidades que permitieron a García, pese a las toneladas de pruebas en su contra, salir bien librado. 


Si García hubiera sido investigado por el actual Congreso y procesado como correspondía y nunca ocurrió, estaría tan preso como Fujimori. Las transferencias de dinero en el testimonio de Siragusa hubieran bastado y sobrado. Hoy, todo ha prescrito, pero la moral no prescribe. Tampoco las mañas cambian. Este libro es hoy pertinente, en el marco del escándalo de corrupción continental Lava Jato, porque el segundo gobierno de García tiene indicios claros de su participación en este festival de coimas. A nivel de viceministro hacia abajo ya hay reos en cárcel, pero nadie puede creer que el hombre fuerte de Odebrecht en el Perú, Jorge Barata, que visitó 16 veces Palacio de Gobierno del 2006 al 2011, solo pueda identificar como sobornados a un grupete de menor rango en el Ministerio de Transportes y Comunicaciones. Su delación parece hoy incompleta.


¿Se salvará, otra vez, de ser procesado Alan García? Nadie lo sabe. Lo que deberíamos saber es cómo hizo para escurrirse de la justicia la primera vez. Este histórico libro, de lectura fácil y entretenida, lo cuenta todo. Para que nadie lo olvide, se reimprime tal cual fue escrito. Si cabe un segundo volumen, los próximos meses y años lo dirán.


Lima, 2 de marzo de 2017


Rosa María Palacios









Prefacio a la segunda edición


Este libro es la crónica de la labor que realizamos los diputados integrantes de la comisión investigadora del supuesto enriquecimiemto iícito del expresidente Alan García Pérez. El Caso García (1994) tuvo buena acogida. La edición se agotó con inesperada rapidez, aunque una mayoría de sus incondicionales, sin más ni más, señaló que lo publicado era falso o lo ignoró. Pero el tiempo no ha hecho sino comprobar todo lo ocurrido. Por eso, accedo a la iniciativa de la editorial Planeta, que me propone esta segunda edición, luego de 23 años, para incluirlo en su colección Memoria Perú, que rescatará textos con esta clase de información para el ciudadano común.


La nueva edición permite no solo conocer al exjefe de Estado en el ejercicio de la función pública, sino también el cambio producido en algunos políticos que si en aquel entonces lo acusaron, en su segundo gobierno sin vacilación se convirtieron en sus ministros o embajadores y aliados electorales. Sirve, además, para recordar que los hechos denunciados permanecen irrefutables1.


Al terminar su primer gobierno, García Pérez había logrado algo casi imposible: un récord mundial de inflación2 que quebró al Estado, destrozando la economía de miles de familias y arruinando el futuro de toda una generación. La actividad demencial de Sendero Luminoso y el MRTA —infructuosa y erradamente enfrentados por su gobierno— hacía pensar que no era imposible la instauración del senderismo en el poder. 


Lo peor sumado al desastre fue que al presidente se lo señalaba como protagonista de reiterados hechos de corrupción. Por ello, una vez instalada la nueva Cámara de Diputados, se formó una comisión investigadora de su supuesto enriquecimiento ilícito3.


En 1993 se supo, como consecuencia de las pesquisas que inició el fiscal Vittorio Paraggio en Italia, de un acto que involucraba a García Pérez. Sergio Siragusa, representante italiano en el Perú de la empresa Tralima, encargada de la construcción del tren eléctrico en la capital, le depositó un soborno en el Barclays Bank de Gran Caimán por supuesta ayuda para concretar ese objetivo. La cuenta era de una compañía de propiedad del empresario peruano Alfredo Zanatti, que recibió millonarias asignaciones de dólares subsidiados por el Estado, más conocidos como «dólares MUC». El hecho fue probado por la acción del juez Dereck Schofield, que ordenó el levantamiento del secreto bancario y posteriormente ratificado por la fiscal suprema Nelly Calderón y el vocal supremo Hugo Sivina4. El denominado Congreso Constituyente Democrático, que se instaló después del golpe de Estado de Alberto Fujimori y Vladimiro Montesinos, corroboró también el acto delictivo. El propio Zanatti brindó su testimonio ante el Poder Judicial, que luego contó en la televisión a los periodistas Nicolás Lúcar y Mauricio Aguirre que en esa oportunidad García Pérez insinuó un soborno preguntando: «¿Cómo es la mía?»5.


Los apristas defendieron a su líder, repitiendo una consigna: «No hay pruebas». Fue tan reiterada que algunos periodistas llegaron a aceptarla, de otra manera no se entiende cómo un fax de puño y letra, que García Pérez envió a Zanatti, por el pago de un millón de dólares, no fuera considerado prueba. El fax lo recibió la señora Lidia Fontanals, secretaria de Zanatti en Miami, y así lo expresó en la televisión. Al poco tiempo, un dictamen pericial, de conocimiento público, certificó la autenticidad del documento redactado por García Pérez. No lo sancionaron porque, apenas se produjo el golpe de Fujimori, lo protegió el asilo que le concedió el gobierno de Colombia y porque —según la Constitución— nadie puede ser condenado en ausencia. El tiempo pasó y la prescripción una vez más dejó a García Pérez libre de polvo y paja. Fue entonces que se empezaron a advertir sus signos exteriores de riqueza, como la posibilidad de comprarse el departamento de París, en rue de la Faisanderie 115. ¿Cómo hizo para adquirirlo si —según sus declaraciones ante el Congreso— carecía de ahorros? Aseguró que, como simple ciudadano de clase media, obtuvo un préstamo de la banca francesa. Posteriormente agregó que unos amigos lo ayudaron6.


Mientras tanto García Pérez, que ya era reo contumaz, se vio favorecido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos —no por la Corte— que declaró inaplicable la ley de contumacia. Para esta determinación, pesó su condición de asilado político. El gobierno de transición del presidente Valentín Paniagua remitió al Poder Judicial esta recomendación y la Corte Suprema declaró prescritos los supuestos delitos. Sin embargo, no fue absuelto.


Culminado su exilio parisino, García Pérez volvió al país y casi le gana en 2001 la elección a Alejandro Toledo, gracias a un convenido apoyo de la prensa parcializada con la dictadura de Fujimori y Montesinos. Su radical enfrentamiento al gobierno de Toledo lo ubicó como líder de la oposición. Las circunstancias políticas que se vivieron a finales de ese gobierno y los errores de Lourdes Flores en la primera vuelta electoral de 2006 permitieron su retorno a la Presidencia de la República, que en dramática contienda derrotó a Ollanta Humala, que encarnaba en ese escenario casi el mismo pensamiento despótico del dictador venezolano Hugo Chávez, quien, con su descarada intromisión, terminó favoreciendo al jefe del Apra.


La corrupción, como señal indeleble, siguió acompañando a García Pérez en su segundo gobierno, aunque continuara proclamando su inocencia frente a reiteradas denuncias. Por ejemplo, la acusación del espionaje telefónico de 2008, realizada por la empresa Business Track, lo involucró y obligó a deshacerse de su gabinete ministerial (presidido por su fidelísimo Jorge del Castillo)7. El hecho es un triste recuerdo que en sus dos gobiernos se practicó esta ilícita actividad con el mayor descaro.


Una de las últimas denuncias periodísticas ha sido la relacionada con la concesión de indultos, que los medios rápidamente denominaron «narcoindultos». A propuesta del ministro de Justicia, Aurelio Pastor, García Pérez liberó a peligrosos narcotraficantes. Cuando se divulgó la noticia, el ex mandatario calificando de «malévolos» los comentarios, se apresuró a declarar que había revisado todos los expedientes de los condenados y que se trataba de personas sin mayores antecedentes. Los hechos lo contradijeron de inmediato (la agencia The Associated Press, al dar la información, afirmó que la cifra de beneficiados por el jefe de Estado sería la más alta de nuestra historia). El ministro Pastor se vio obligado a renunciar. Este luego fue a prisión por un caso de tráfico de influencias. Sin embargo, seis meses después, la Corte Superior de Lima lo absolvió del cargo.


La Comisión Investigadora del Congreso, presidida por Sergio Tejada, llegó a la conclusión de que se conmutaron penas a 5.246 internos, de ellas 3.227 favorecieron a condenados por tráfico ilícito de drogas. Por este caso, el Poder Judicial condenó inicialmente a 13 años a Facundo Chinguel, que presidió la Comisión de Gracias Presidenciales en el Ministerio de Justicia, luego le redujo la pena a nueve años. Casi ahogado por la acusación, García Pérez recurrió al Poder Judicial, presentando una acción de amparo, entonces aparecieron numerosos testimonios de funcionarios y beneficiados manifestando que para obtener los indultos habían efectuado pagos ilícitos. Araceli Ugaz, por ejemplo, reconoció haber recibido de Eugene Csorgo, 17.000 dólares para Facundo Chinguel8. El Poder Judicial acogió la acción presentada por García Pérez contra la Comisión Investigadora del Parlamento, quejándose de una supuesta violación de sus derechos constitucionales y logró trabar la investigación.


García Pérez terminó su segundo periodo presidencial (2006-2011) con gran pompa, inaugurando obras, en varios casos sin culminar, y con nuevos y poderosos amigos, que en su pasado gobierno, luego de intentar la estatización de la banca, habían sido sus acérrimos detractores. Él creía que lo hecho en su segundo mandato borraba la catástrofe que fue el primero, que, para efectos prácticos del aprismo, casi ni existieron.


La debilidad de García Pérez por adquirir inmuebles hizo que se comprara una casa en la Urbanización El Rosedal, Miraflores, por 800 mil dólares. Muy pronto la prensa dio cuenta del hecho. El expresidente declaró que la compra la efectuó con las rentas generadas por la venta de sus libros y las conferencias dictadas —remuneradas algunas por empresas que prestan servicios al Estado—. Agregó que el pago estaba garantizado por la Universidad San Martín de Porres, en la que trabajaba y recibía magníficos ingresos. Para calmar el alboroto, transfirió la propiedad de la casa a su menor hijo, y el cuento de la hipoteca y garantía de su centro laboral se evaporó. Al poco tiempo, luego de su contundente derrota en las elecciones de 2016, que ganó agónicamente Pedro Pablo Kuczynski, se mudó para vivir en España. Todo parecía presagiar que la tranquilidad madrileña iba a acompañarlo por un buen tiempo, pero estalló el escándalo de Odebrecht a escala internacional. Era de dominio público que esta importante empresa brasileña tenía sólidas vinculaciones con él desde su primer gobierno y estaba debidamente probado que fue una de las grandes beneficiadas en sus dos administraciones.


Sin tardar, aparecieron los nombres de funcionarios públicos del gobierno de García Pérez, que —según los ejecutivos de Odebrecht— habían recibido sobornos, para ganar la obra de construcción del tren eléctrico, entre ellos el del exviceministro Jorge Cuba, de la cartera de Transportes y Comunicaciones. Los congresistas del Apra se apresuraron en decir: «No son apristas». La estrategia de siempre. La maquinaria empezó a usar las mismas tácticas: enredar y no aclarar. Como consecuencia, el exministro Enrique Cornejo, de Transportes y Comunicaciones, renunció al Apra9.


¿Qué puede ocurrir después de todo esto? Es difícil pronosticarlo, pero no cabe duda de que los hechos son una buena oportunidad para que los fiscales y jueces hagan justicia frente a personajes tan poderosos, que hasta ahora los esquivan con innegable habilidad y suerte.


Miraflores, junio de 2017


Pedro Cateriano Bellido





1Aunque ciertamente su segundo mandato (al que llegó con el impensado apoyo de Mario Vargas Llosa, quien pidió votar por él «tapándose la nariz») no fue catastrófico económicamente como el primero. El economista Waldo Mendoza señaló al respecto que «su segundo gobierno ha sido infinitamente mejor que el primero (once entre cero es infinito)».


2La inflación del gobierno de Alan García Pérez —según cifras oficiales del Banco Central de Reserva del Perú— fue de 2.178.246,1 por ciento.


3Es bueno recordar que la Cámara de Senadores, pocos meses antes del golpe de Estado de Alberto Fujimori, había aprobado el informe de una comisión investigadora presidida por el senador Javier Diez Canseco e integrada también por Gastón Acurio y Alberto Borea —que probó el espionaje telefónico que les hizo el Sistema de Inteligencia Nacional (SIN) a Mario Vargas Llosa y a los dirigentes del Fredemo durante la campaña que enfrentó a este con Fujimori—, trámite que quedó en el olvido a causa del rompimiento del orden constitucional.


4Dictamen Fiscal 1750-95, Expediente 001-95, del 12 de diciembre de 1995. Informe final Expediente 001-95, del 25 de marzo de 1995.


5La Revista Dominical de América Televisión.


6A Agustín Mantilla se le descubrió una cuenta en el banco suizo UBS (sucursal de Miami) con más de seis millones de dólares. Mantilla, exsecretario general del Apra y exministro del Interior de García Pérez, dijo que ese dinero era producto de las donaciones recibidas por diversas agrupaciones políticas afines al aprismo. Las investigaciones lo desmintieron y probaron que, de esa cuenta, se reenvió dinero a Europa a través de terceros.


7En su libro Petroaudios (2009), el periodista Gustavo Gorriti acusa directamente a García Pérez de haber solicitado servicios de espionaje. Según Gorriti, García Pérez le habría indicado a Manuel Ponce Feijoó: «Tú encárgate de Ollanta [Humala], que de la Gorda [Lourdes Flores] me encargo yo».


8RPP Noticias, 20 de agosto de 2015.


9El poyecto del tren eléctrico fue la obra emblemática que García Pérez impulsó contra viento y marea sin tener en cuenta criterios técnicos y legales. Fue consecuencia de dos sobornos en sus dos administraciones.









Cambio de mando


A mediodía del 28 de julio de 1990, todo estaba listo para iniciar la transmisión de mando. El Congreso debía recibir los mensajes de Alan Gabriel Ludwig García Pérez, jefe de Estado saliente, y de Alberto Kenya Fujimori Fujimori, nuevo presidente. Para participar en el acontecimiento, habían llegado los mandatarios de Argentina, Bolivia, Colombia, Chile, Venezuela y otros representantes de Estados amigos. La expectativa —sobre todo en Asia— por presenciar el acto de juramentación era justificable. Fujimori había aparecido de la nada para derrotar en las recientes elecciones a quien se daba por seguro ganador, el afamado novelista Mario Vargas Llosa. Para informar, estuvieron periodistas de casi todo el mundo.


Nadie ignoraba lo que protocolarmente debía suceder. Pocos, sin embargo, sabían que un grupo de diputados habíamos acordado protestar. Los senadores de Acción Popular (AP), el Partido Popular Cristiano (PPC), el Movimiento Libertad y Solidaridad y Democracia (SODE) se enteraron solo en ese momento. Algunos no estuvieron de acuerdo. Los de AP decidieron no intervenir.


García ingresó al hemiciclo pálido aunque aparentando serenidad. Vestía su inconfundible terno azul y caminaba pausadamente, con un forzado gesto altivo; erguido más que de costumbre hasta desafiar la ley de la gravedad. Las barras apristas, que habían sido citadas a las galerías para que los ilustres visitantes —y cuantos vieran el suceso por televisión— pensaran que era aclamado con ovaciones espontáneas, prorrumpieron en aplausos. Los legisladores apristas y los invitados oficiales se pusieron de pie. Nosotros nos mantuvimos sentados. Y en fracción de segundos empezaron desde nuestra bancada gritos ensordecedores que de manera inusitada fueron repitiendo acompasadamente una palabra que nadie había propuesto:


—¡La-drón!, ¡la-drón!, ¡la-drón!, ¡la-drón! 


Era inconcebible que nos hubiéramos atrevido. Los apristas no lo podían creer. Para salir de su asombro demoraron tres, quizá cuatro, y hasta tal vez cinco segundos en acompasar también:


—¡Ca-llen, mier-das!, ¡ca-llen, mier-das! 


Luego la frase fue cambiada por otras de calibre más bárbaro y violento. La respuesta inflamó a quienes en nuestras filas todavía no habían sido estimulados y la grita arreció invadiendo el recinto. Máximo San Román, que presidía la sesión, se sintió incómodo. A la barahúnda se agregaba, por supuesto, el ruido atronador proveniente de las galerías. García, queriendo mostrar calma, subió lentamente al estrado para leer su discurso. Al pronunciar las primeras palabras, los parlamentarios del PPC, el Movimiento Libertad, el Frente Independiente Moralizador (FIM), el SODE y algunos de AP —como Eduardo Calmell— empezamos a golpear ruidosamente nuestros escaños, interrumpiéndolo. Su rostro descompuesto empezaba a reflejar impotencia, pero intentó disimularla con una sonrisita nerviosa. Quiso hablar por segunda vez y nuevamente fue impedido por los carpetazos. San Román nos miraba con ruego desesperado. La desazón de García se hacía más evidente. Quien hizo siempre gala de un gran manejo de escena, subyugando auditorios adictos, se mostraba esta vez desalentado e impotente. El mayoritario Parlamento aprista, que cada año de su gobierno lo había vivado con palmas, aquel que vitoreó sus afanes estatizantes en julio de 1987, cambió de rostro. Los palmoteos eran acallados por pifias y gritos de protesta. El presidente de Chile, Patricio Aylwin, se mantuvo sereno, igual que el de Argentina, Carlos Saúl Menem. El de Bolivia, Jaime Paz Zamora, quedó estupefacto y Virgilio Barco, de Colombia, miraba desconcertado. Carlos Andrés Pérez, de Venezuela, se mostraba preocupado. En un momento García nos miró y claramente pudimos leer en sus labios que nos insultaba como jamás lo habría hecho otro presidente de la República.


Finalmente, los congresistas que ocasionamos el lío nos retiramos y García pudo leer su discurso. 


El país vio por televisión el censurable espectáculo. Los locutores de casi todas las radioemisoras y los comentaristas de RTP, canal 7 —aún en manos apristas—, que cubrían el suceso desde el hemiciclo, lo calificaron de vergonzoso; también Panamericana Televisión lo criticó severamente. 


Fue un inicio bochornoso: un pecado que hacía vacilar mi arrepentimiento cada vez que en las sesiones de la Cámara veía a la bancada aprista armar sus bataholas gigantes (a cuyo lado la nuestra parecía un juego de niños), sobre todo cuando trataba de frustrar las acusaciones al exmandatario que manejó el país como si fuera su fundo y se involucró en escándalos que tenían que aclararse. Parafraseando a Borges, al referirse a Perón, se podía decir que «la palabra ‘desastre’, aplicada al tiempo de García Pérez, no era una metáfora. La frecuencia de su empleo lo probaba».


Tres años antes, en la misma fecha, el expresidente García Pérez, en su mensaje a la nación había anunciado la estatización de los bancos, compañías financieras y de seguros, aduciendo la democratización del crédito, aunque a nadie se le escapaba que el verdadero objetivo era acrecentar su poder, reuniendo en una sola mano la fuerza política y la económica.


En esa ocasión la noticia fue recibida con aplausos frenéticos de los representantes apristas e izquierdistas y sonoras manifestaciones de las barras, con las que el APRA solía llenar las galerías. 


García Pérez no solo había tomado una decisión violatoria de la Ley Fundamental, sino que —de eso se percataría años después— estaba marcando su destino político. No imaginaba que a partir de ese momento se iniciaría una controversia sin precedentes. 


Sus partidarios lo apoyaron disciplinadamente en las Cámaras tramitando, con la decidida colaboración de la izquierda, el proyecto de ley con una prisa exagerada, a pesar del valiente enfrentamiento de la minoría (PPC, AP, Unión Cívica Independiente, Frente Nacional de Trabajadores y Campesinos [Frenatraca] y algunos independientes). El único diputado aprista que, en actitud decorosa, desobedeció la consigna fue Alfredo Barnechea. En el SODE, partido aliado del APRA hasta ese momento, rompieron su compromiso parlamentario el senador Javier Silva Ruete y el diputado Aurelio Loret de Mola. Del gabinete ministerial, para no hacerse cómplice de la medida, renunció Manuel Romero Caro (independiente), ministro de Industria, Comercio, Turismo e Integración. García Pérez, que se sentía lo suficientemente fuerte como para arredrar a los poderosos, quería quizá darles un escarmiento. En el Banco Wiese, la Guardia Republicana violentó las puertas y sacó a empellones a sus propietarios Guillermo y Augusto Felipe Wiese, a pesar de la denodada resistencia que opusieron. Para poder tomar el local del Banco de Crédito, ubicado cerca de Palacio de Gobierno, se utilizó una tanqueta que arremetió contra la puerta principal. Pero a quien no se atrevieron a darle cara fue al banquero Francisco Pardo Mesones, que se atrincheró en su oficina del Banco Mercantil y anunció que solamente lo sacarían muerto.


La actitud asumida con apasionamiento por el presidente traía a la memoria los atropellos del dictador Velasco, que empezó nacionalizando el petróleo para luego confiscar haciendas, periódicos, radioemisoras, canales de televisión y parte de la banca. De allí que muchos pensáramos que este podía ser tan solo el comienzo. Dependía de la respuesta de la ciudadanía que avanzaran los afanes totalitarios. Si bien el común de las gentes se mostró indignada por lo ocurrido, nadie parecía atreverse a encarar a un presidente que, en apariencia, conservaba aún el respaldo de gran parte del pueblo. 


Fue en Arequipa donde se inició la lucha, con una marcha de repulsa contra el proyecto inconstitucional, en la que participaron mayormente jóvenes. Más tarde surgirían de allí importantes dirigentes del Movimiento Libertad: Juan Carlos Camacho, Óscar Urviola, Jorge Espinoza, entre otros. 


Las protestas continuaron, aunque no con fuerza suficiente para detener los ímpetus de García. Eran manifestaciones entusiastas, pero aisladas y poco efectivas. La primera grande y bien organizada la realizó el PPC, frente a su local de la avenida Alfonso Ugarte. Fue una buena muestra del descontento ciudadano. Hubo discursos enérgicos y vibrantes. La gran revelación, la estrella de esa noche, fue Lourdes Flores, conocida hasta entonces solo por un sector pequeño de su partido y un grupo de compañeros de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica. Desde sus primeras palabras, impresionó al público por su desenfado y claridad. Era novedoso el tono coloquial entre pedagógico y mordaz de sus frases. Haciendo un análisis valiente de la personalidad de García, criticó sus incoherencias y descubrió sus peligrosas intenciones. El discurso galvanizó al auditorio que la interrumpía constantemente con sus aplausos. Fue el comienzo de la carrera de quien, muy poco tiempo después, estaría entre los parlamentarios más brillantes y populares del periodo iniciado en 1990. 


El enfrentamiento ya era abierto. Por un lado, estaban un sector importante de la ciudadanía, los partidos democráticos, los dueños y trabajadores de las empresas afectadas, y los principales medios de comunicación. Por el otro, el presidente, el Partido Aprista, los partidos de izquierda, los medios de comunicación del Estado y el poder económico de todas sus empresas. 


Repentinamente, García, el presidente conciliador comprometido con todos los peruanos, empezó a culpar de los males del país a la derecha, a los banqueros, a los grupos empresariales.


Fue entonces que Dionisio Romero, presidente del Banco de Crédito del Perú, que siempre había mantenido un perfil discreto, se presentó por primera vez en un programa de televisión, no solo para defender los principios de la iniciativa individual y de la propiedad privada, sino para revelar que le había dado dinero al presidente para su campaña electoral. La afirmación del banquero piurano conmovió el ambiente político y empresarial.


Pero nada iba a detener a García, que estaba resuelto a imponer su decisión por la fuerza. Para ello contaba con la probada eficacia de su capacidad oratoria y el manejo de los resortes de poder que daba el cargo de presidente en un país acostumbrado al caudillismo.


Por esos días el novelista Mario Vargas Llosa, que había publicado en el diario El Comercio (el 2 de agosto de 1987) un artículo titulado «Hacia el Perú totalitario», se reunió con un grupo de amigos (Luis Miró Quesada Garland, Fernando de Szyszlo, Freddy Cooper, Miguel Cruchaga y Felipe Thorndike) y convino con ellos en que debía asumirse una actitud más decidida frente a la hora difícil que vivía el país. 


El 5 de agosto apareció en los principales diarios un manifiesto bajo el título de «Frente a la amenaza totalitaria», suscrito por cien personas que expresaban su protesta contra el intento estatizador. En la relación aparecía el nombre de Enrique Ghersi, compañero de colegio y gran amigo en la universidad. Me apresuré a pedirle que me incluyera en la siguiente lista de adherentes; actitud similar tuvieron miles de personas. El llamado superó los cálculos más optimistas. 


Por fin había aparecido la persona para enfrentar a García, con otro estilo, otras armas y un mensaje nuevo. La noche del 21 de agosto Mario Vargas Llosa llenó la plaza San Martín, ágora de las grandes manifestaciones políticas. (Más tarde, el novelista confesaría que cuando subió al estrado sintió «exultación y terror»). No se trataba ahora de una disertación académica, ni de una conferencia de prensa, a las que estaba tan acostumbrado. Eran 130.000 personas1, enfervorizadas por su manifiesto, que querían escucharlo. No habló únicamente de la estatización, sino que hizo una cerrada defensa de la libertad como sustento de la democracia y del progreso económico. No le tomó mucho tiempo emocionarse con sus propias palabras y terminar en un diálogo que caló hondo, igual en quienes llenaban la plaza, como en cuantos lo seguían desde sus radios o televisores. Fue un mitin apoteósico. Después se realizaron concentraciones similares en Arequipa y Piura, con el mismo éxito. García, por su parte, si bien acusó el golpe, no bajó la guardia y empezó también a defender, en público, su medida.


Paralela al debate político se había iniciado la batalla judicial. Los dueños de los bancos interpusieron una acción de amparo contra el gobierno por haber incurrido en un acto inconstitucional. El juez Eduardo Raffo acogió la demanda y mandó detener la confiscación dictando una medida cautelatoria. Lo mismo dispuso el juez Jaime Morán. El conflicto fue largo y turbulento, porque el gobierno se valió de mil ardides para dilatar el cumplimiento del mandato judicial que, finalmente, tuvo que acatar. 


García, cercado políticamente y en medio de una situación económica que se agravaba, después de haberle dado al país dos años de fantasía (controlando importaciones, estableciendo el precio del dólar según su conveniencia, dejando de pagar deudas y aislándose del mundo financiero internacional), mostraba los primeros signos de vulnerabilidad. Empezaban acaso a parecerle fugaces los días gloriosos de los «balconazos» y el aplauso espontáneo de las grandes masas ciudadanas, reunidas en plazas y estadios. Había aparecido un intruso que empezaba a desvelarlo y enturbiarle el buen humor.





1Revista Sí del 24 de agosto de 1987.









Pesadilla de apristas


Las circunstancias que catapultaron a Vargas Llosa al protagonismo político sirvieron también para fortalecer a otros adversarios de García, entre ellos a uno quizá hasta entonces subestimado: Fernando Olivera. Llegado al Parlamento en 1985, en la lista del PPC, denunció —a raíz de una información proporcionada en 1986 por Ernesto Gamarra— que el joven mandatario peruano, meses antes de asumir el cargo y siendo ya presidente electo, había adquirido una residencia en Chacarilla del Estanque, elegante zona residencial de Lima, subvaluando la compra.


Francisco Igartua, periodista valiente y de aguzada perspicacia, fue el único que recogió inicialmente la denuncia en la revista Oiga. García gozaba, entonces, de gran popularidad y casi todos los medios de comunicación lo apoyaban con entusiasmo. Pero, después del fracaso en el intento de estatizar la banca, la denuncia fue acogida y se solicitó el esclarecimiento de las condiciones financieras y legales que contenía la escritura pública de la transacción inmobiliaria y, sobre todo, de lo referido a un doble juego de cheques existentes que, girados por distintas personas ajenas al negocio, habían servido para pagar el inmueble. 


Ante la magnitud de la acusación, García dirigió una carta, fechada el 14 de octubre de 1987, a los directores del diario El Comercio de Lima —Aurelio Miró Quesada Sosa y Alejandro Miró Quesada Garland—, en la que decía: «Recibir agravios, suposiciones maliciosas o rumores es inevitable en la vida política y debe por tanto tomarse con filosofía sin dejar que los agravios vulneren el optimismo. Al fin y al cabo los golpes bajos benefician al que lo recibe». Luego, trataba de aclarar, a su manera, las informaciones dadas por las revistas Oiga, Sí y Caretas, y concluía afirmando: «Se preguntarán ustedes ¿por qué meticulosamente he dado respuesta en las cuatro ocasiones? Y yo digo: primero, porque no me canso; segundo, porque no me desanimo; y en tercer lugar, porque cualquier otro género de estos agravios los levantaré con tranquilidad y sin perder la calma»1.


La carta conmovió a muchos. Era lo que el país esperaba de su mandatario: que fuera intransigente cuando se tocara su honorabilidad y que siempre estuviera dispuesto a probar su decencia. Quienes lo habían acusado quedarían en el ridículo. Nada iban a poder chismes irresponsables ni habladurías de sus detractores de la derecha para impedirle hacerles frente con la verdad. Pero Olivera estaba en lo suyo. Se valió de la situación, no solo para hacer declaraciones en periódicos y en el programa político más influyente de la televisión, que dirigía César Hildebrandt en América Televisión (canal 4), sino para presentar una moción en la Cámara de Diputados, con el apoyo de Áureo Zegarra (AP), César Barrera Bazán (Izquierda Unida [IU]) y Agustín Haya de la Torre (IU), solicitando el nombramiento de una comisión investigadora multipartidaria que indagara las operaciones financieras y adquisiones de inmuebles, vinculadas al patrimonio personal de García. No tardó el país en enterarse de que, para la compra de su nueva casa de Chacarilla, García había utilizado los 9.000 dólares que cobró a la FAO (nada menos que el organismo de las Naciones Unidas que lucha contra el hambre del mundo) por una conferencia dictada en Roma2.


A la semana de ser presentada la moción de Olivera, se inició su debate en la Cámara Diputados, pero con un gran ausente: Fernando Olivera. Había sido suspendido seis meses en su función legislativa por el presidente interino, el aprista Walter Cuestas3. Agustín Haya de la Torre y César Barrera Bazán fundamentaron la demanda para formar la comisión investigadora. La defensa de García la asumió José Carrasco Távara. Fue una sesión que se prolongó adrede hasta las cuatro de la madrugada, hora en que el APRA rechazó el pedido y motivó que la minoría se retirara del hemiciclo en señal de protesta. El resultado se preveía, porque los apristas controlaban totalmente la Cámara con 107 de los 180 diputados.


Sin embargo, la polémica arrojó nuevas luces en la investigación. Se comprobó que García Pérez no había pagado 99.000 dólares declarados por la casa de Chacarilla del Estanque, sino más bien 170.000 dólares. Además, se verificó que los ingresos obtenidos como parlamentario no le habían alcanzado para adquirir una propiedad de ese precio.


El hecho sirvió para que la notoriedad de Olivera se expandiese; no solo por lo burdo de la maniobra para suspenderle los derechos parlamentarios, sino porque se observaba el trato dado por el aprismo a la oposición cuando esta quería esclarecer el tema García.


El nombre de Olivera se popularizó más, desde 1986, al saberse que en pleno hemiciclo le habían robado el maletín donde tenía la supuesta información del caso. El episodio fue tan sonado, que en el programa cómico Risas y salsa —el de mayor sintonía en la televisión peruana, propalado por el canal que dirigía Héctor Delgado Parker, compadre de Alan García— se hizo una parodia del incidente, ridiculizando a Olivera con el nombre de un payaso de circo venezolano que acababa de realizar su temporada en Lima: la gente de Panamericana Televisión pensó, tal vez, que así liquidaría al diputado, pero ocurrió lo contrario. Cuando excluyeron al personaje del programa, todo el mundo hablaba de Popy Olivera. 


A poco de haber sido rechazado su pedido, Fernando Olivera encontró en el diario El Comercio un minúsculo aviso económico, publicado dos años antes (edición del viernes 26 de abril de 1985), que cambiaría el rumbo del debate: se ofrecía en venta una casa ubicada en la calle Trinidad 420, Chacarilla del Estanque, por el precio de 200.000 dólares. Era la misma casa que García Pérez había comprado por solo 99.000 dólares. ¿Cómo así pagó la mitad del monto de venta por una casa que meses antes había sido ofrecida por el doble de precio?


La pregunta, sin embargo, tenía respuesta inmediata. La suma total de cuatro cheques girados a nombre de Alan García el 6 de junio de 1985 llegaba a 170.460 dólares. Los dos primeros eran producto de la venta de las propiedades de García: un departamento de la avenida Pardo y un terreno en Chaclacayo. Pero los otros dos le fueron proporcionados por Eduardo Piccini, importante contratista del Estado en el área de la construcción. Si a los 170.460 dólares agregamos el préstamo de 150 millones de soles (9.460 dólares) al cambio de entonces, que obtuvo de Mutual Perú, la cifra es de 179.460 dólares. Aparentemente, esa era la cifra pagada por la casa y no los 99.000 dólares declarados inicialmente. La tesis de la rebaja increíble se desvanecía. 


García Pérez no solo había mentido, sino que no tenía cómo acreditar ese desembolso de dinero. Además, nadie olvidaba que, al asumir la presidencia, había presentado una Declaración Jurada de bienes y rentas, que publicó en el diario oficial El Peruano, en la cual decía poseer solamente una casa y un reloj.


El asunto no quedó ahí. Poco tiempo después, la revista Oiga ya informaba de una casa de playa, en el balneario de Naplo, adquirida de la familia Apéstegui, por 160 millones de soles (8.800 dólares) el 4 de abril de 1986. La transferencia, sin embargo, no había sido inscrita en los Registros Públicos y por ello hubo demora en ubicarla.


Los vecinos de la casa de playa dieron más luces sobre el tema. Informaron, por ejemplo, que meses antes de comprarla García la visitó, con alguna frecuencia, acompañado de Carlos Lizier, el improvisado gerente general de Petroperú, y que después la demolió para edificar otra, de estructura moderna, provista de mayores comodidades. Según miembros del Cuerpo Técnico de Tasaciones, la nueva construcción tenía un valor aproximado de 60.000 dólares. Pero, además, para ganar espacio, se edificó una plataforma de concreto sobre el mar, con un costo cercano a los 12.000 dólares. La inversión final llegaba entonces a 72.000 dólares, sin contar lo gastado en la demolición. 


Preocupado por estos acontecimientos, el senador aprista Jorge Torres Vallejo dirigió, el 17 de noviembre de 1987, una comunicación a Luis Alvarado Contreras, presidente de la Célula Parlamentaria Aprista, solicitando que se abriera un proceso de investigación para que García hiciera los descargos del caso. 


El tema rebasaba la simple curiosidad; era de insoslayable interés nacional. Olivera se convertía en pesadilla de los defensores del expresidente.





1	Pero el 5 de abril de 1994 declararía, en Bogotá, a la agencia de noticias AFP (diario La República): «Se me acusa de todo y, cuando me defiendo, surgen otras acusaciones, como un espiral sin fin. No tiene sentido defenderse. He decidido no hablar al respecto. En el Perú tengo un abogado, que haga su trabajo».


2	El hecho sensibilizó a un sector de la opinión, que recordó ejemplos de desprendimiento de varios hombres públicos: José Luis Bustamante y Rivero, expresidente de la República, renunció a 500.000 dólares ofrecidos como compensación por su labor como árbitro en el conflicto territorial entre Honduras y El Salvador. Víctor Raúl Haya de la Torre, fundador del APRA, cobró en la Asamblea Constituyente de 1978 la simbólica suma de un sol mensual. Mario Vargas Llosa destinó los 50.000 dólares del Premio Ritz París Hemingway al orfelinato Vivanco Amorín de Ayacucho. Años después, el general Antonio Ketín Vidal donaría para los niños, víctimas del terrorismo, la millonaria recompensa que se le otorgaba por haber capturado a Abimael Guzmán.


3	La versión de Olivera fue que, como Luis Alva Castro, presidente de la Cámara, no ponía en debate su solicitud para investigar al presidente García, se acercó a la mesa directiva, durante el desarrollo de una sesión, y le entregó el documento que pedía su censura recalcándole: «Estás censurado». Alva, sin leerlo, se puso de pie y se dirigió a su oficina interrumpiendo la reunión parlamentaria. Un grupo de diputados apristas corrió tras él para averiguar qué ocurría y Alva les dijo que Olivera lo había encañonado con un revólver, a la vez que lo amenazaba de muerte y le mentaba la madre. La televisión captó el episodio, en el que se pudo observar que no hubo tal encañonamiento. Pero los apristas sancionaron a Olivera. La revista Caretas lo acreditó entonces como su cronista parlamentario, para que tuviera acceso al debate.









Los otros cambios


La alianza Frente Democrático (PPC, AP, Movimiento Libertad y SODE) se disolvió al no haber ganado su candidato presidencial. Ello hizo del APRA la primera mayoría relativa del Parlamento, en ambas Cámaras1. Cambio 90, el partido de gobierno, contaba también con un buen número de representantes. Era fácil imaginar un entendimiento entre los dos partidos, si se tenía en cuenta que los líderes apristas habían instado a sus militantes a votar por Fujimori en la segunda vuelta. Las otras agrupaciones no disponían de suficientes parlamentarios como para actuar independientemente. El Movimiento Libertad, 9 diputados y 7 senadores; AP 5 diputados y 8 senadores (incluido Fernando Belaunde, senador vitalicio); el PPC, 24 diputados y 5 senadores, el FIM, formado por Fernando Olivera, 7 diputados; y el SODE, apenas 1 senador y 2 diputados. 


Ningún partido tenía mayoría propia. El fraccionamiento de las Cámaras podía complicar su manejo, debido a las divergencias ideológicas y políticas. Es decir, no era factible dar estabilidad a una o varias agrupaciones para conducir las Cámaras. Tradicionalmente —cuando no hay mayorías— se forman alianzas estables, abiertas, públicas. En esta ocasión, por primera vez, ello no ocurriría así. (Los apoyos se negociaron mediante pactos secretos entre el APRA y Cambio 90, sobre todo en la Cámara de Diputados).


Si bien era cierto que el Ejecutivo no contó con una mayoría propia que lo respaldara, tampoco enfrentaba a una oposición cerrada, como ocurrió con Bustamante y Rivero, y con Belaunde en su primer gobierno, que tuvieron una oposición sólida y mayoritaria2. En este Congreso, bastaba que uno o dos partidos cambiaran de postura para que las mayorías precarias peligraran. 


Lograr la acusación constitucional del expresidente aprista, bajo estas circunstancias, era improbable. Además, el APRA tenía como antecedente histórico pactos inimaginables: con Manuel Prado, que los había perseguido y encarcelado en gran número, durante su primer gobierno; y con Odría, que declaró a Haya de la Torre indigno de la nacionalidad peruana. ¿Cómo no aliarse con un grupo desbordado por la inexperiencia y necesitado de apoyo, si de por medio estaba el juicio y encarcelamiento del único presidente aprista en 60 años de vida partidaria? Durante la campaña electoral, García Pérez había hecho lo imposible para que Vargas Llosa fuera derrotado. Además de los periódicos y revistas con los que siempre contó, circularon diariamente a su servicio: Página Libre, dirigido por Guillermo Thorndike; La Tribuna —órgano del Partido Aprista—, por Francisco Chirinos Soto; y Hoy, con el respaldo de Luis Gonzales Posada3; utilizó el dinero de las empresas públicas (los presidentes de directorio, gerentes y altos funcionarios fueron obligados a colaborar), puso a disposición de Fujimori el Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), manipuló los medios de comunicación del Estado (Radio Nacional, El Peruano, La Crónica, Radio Televisión Peruana, canal 7), y los convirtió en voceros oficiosos de Alva Castro en un primer término y de Fujimori luego. La desesperada guerra sucia, que alcanzó niveles inusitados, se originó porque Vargas Llosa había anunciado que, si llegaba al gobierno, promovería en el Congreso una indagatoria severa de su gestión presidencial4. Había que valerse entonces de todos los medios para que ello no ocurriera.


Otro factor que seguramente estimulaba a García era que, durante la segunda vuelta electoral, algunos medios informaron que las operaciones inmobiliarias de Fujimori (compraventa de casas y edificios) no eran claras; que había incurrido en subvaluaciones y evadido el pago de impuestos, y que sus declaraciones juradas permanecían en el misterio.


Al aproximarse la fecha de instalación del Congreso, se iniciaron reuniones entre los líderes de los diversos partidos para ponerse de acuerdo respecto de quiénes debían presidir las Cámaras. Nuestra idea era negociar con Cambio 90, a través del primer vicepresidente de la República, Máximo San Román, para impedir que el APRA controlara el Congreso. 


En el Senado, donde se eligió sin dificultad a San Román, todo transcurrió normalmente; no así en Diputados, porque los apristas dialogaban abiertamente con un sector importante de Cambio 90 —encabezado por Víctor Paredes, hombre de confianza del presidente Fujimori— para excluir al PPC, Movimiento Libertad, AP, FIM y SODE de la mesa directiva. Pero Paredes no logró inscribir su lista conforme lo establecía el reglamento de la Cámara de Diputados, es decir, 24 horas antes de la elección. 


Ello significaba mucho para nosotros, porque si Cambio 90 y el APRA no controlaban Diputados (la Cámara política, que es la que censura e interpela ministros e inicia los procedimientos de acusación constitucional a exmandatarios), era posible iniciar imparcialmente la investigación a García.


El PPC, el Movimiento Libertad, AP y el SODE propiciamos la candidatura de Roberto Ramírez del Villar. También postularon Fernando Olivera, con la adhesión repentina del SODE, que nos abandonó; César Barrera Bazán por la izquierda; y Gerardo López, enfrentado a Paredes en el interior de Cambio 90.


El día de las elecciones descuidamos candorosamente un detalle: que, por cuestiones reglamentarias, presidiría la sesión el aprista Luis Alvarado Contreras, quien con el apoyo total de su bancada y la de Cambio 90, haciendo uso de las innumerables facultades que tiene un presidente de la Cámara (aún en esas funciones), autorizó, sin inmutarse, la extemporánea candidatura de Víctor Paredes Guerra, a pesar del pandemonio que se armó. Luego el APRA hizo correr el falso rumor de que no había quórum y Alvarado Contreras, sin más ni más, levantó la sesión, en medio de una estremecedora protesta. La verdad era que, de haberse realizado el proceso electoral, el ganador habría sido Ramírez del Villar. 


Para ser elegido presidente, se requería más del 50 por ciento de los votos, en primera vuelta. Ramírez del Villar y Paredes pasaron a la segunda vuelta, que fue ganada por el cambista, con el apoyo de su agrupación, el APRA, la izquierda y algunos independientes. El pacto estaba sellado. Los apristas le daban todo el poder al partido de Fujimori, aparentemente sin pedir nada5. Como advertencia, quedaba la precariedad de Cambio 90, que presentó dos candidaturas.


Si bien algunos representantes actuaron por interés, otros lo hicieron por convicción; pero al final era evidente que, a pesar de las marcadas diferencias entre los partidos, se optó por consolidar el nuevo gobierno que no tenía mayoría parlamentaria otorgándole la dirección del Poder Legislativo. Las presidencias de las Cámaras quedaron pues en manos de Cambio 90; muy pronto se notaría el contraste en la conducción de ambas: San Román pluralista y respetuoso, cumpliendo con sus obligaciones; y Paredes, además de inepto, incondicional del APRA.





1 	El APRA tenía 55 diputados y 16 senadores; Cambio 90, 3 diputados y 14 senadores; IU 16 diputados y 6 senadores; Izquierda Socialista, 4 diputados y 3 senadores; Frenatraca, 3 diputados y 1 senador. Los otros grupos eran minúsculos.


2La izquierda (Unida y Socialista) casi no le hizo oposición al gobierno cuando este inició sus funciones porque dos de sus militantes, Gloria Helfer y Fernando Sánchez Albavera, eran ministros de Educación y de Energía Minas, respectivamente.


3Los dos primeros solo tuvieron la duración del proceso electoral.


4Mario Vargas Llosa, en su libro El pez en el agua, refiriéndose a la corrupción que durante el gobierno de García batió todas las marcas, dice: «Yo me había propuesto acabar con ese epifenómeno del subdesarrollo peruano, porque sin la moralización del poder la democracia no sobreviviría en el Perú o seguiría siendo una caricatura. Y por una razón más personal: los pillos y la pillería asociada a la política me dan náuseas. Es una debilidad humana con la cual no soy tolerante. Robar desde el gobierno en un país pobre, donde la democracia está en pañales, siempre me ha parecido un agravante del delito. Nada desprestigia y trabaja tanto por el desplome de la democracia como la corrupción. Algo en mí se subleva desmedidamente frente a esa utilización delictuosa del poder obtenido con los votos de gente ingenua y esperanzada, para enriquecerse y enriquecer a los compinches. También, por eso mi oposición a Alan García fue dura: porque con él en el poder la pillería se generalizó en el Perú a extremos de vértigo». 


5Pero el pacto permitió que en la Cámara de Diputados se llegara a extremos de dar las presidencias de las comisiones a congresistas como Luis Negreiros (APRA) en Trabajo, Bertha Gonzales Posada (APRA) en Salud u Oswaldo García Monteblanco (Cambio 90), eficiente locutor de desfiles militares, en Defensa. También posibilitó que los apristas conservaran a su ejército de empleados con el apoyo de Paredes. Después del golpe del 5 de abril —a pesar de que Ramírez del Villar había iniciado un proceso de racionalización de personal excedente—, se acusó al Parlamento de mantener una burocracia escandalosa, que Cambio 90 conservó durante su gestión.









Comisión Olivera


En el Perú la primera acusación constitucional se produjo en 1832, a comienzos de la República, cuando Francisco de Paula González Vigil, el ilustre diputado por Tacna, señaló como responsables de violaciones a la Constitución (por establecer contribuciones, doblar el impuesto al papel sellado, desterrar del país a un ciudadano, disolver la Junta Departamental de Lima y violar las garantías constitucionales) al presidente Agustín Gamarra, al vicepresidente y a sus ministros de Estado. En aquella circunstancia, González Vigil descendió del estrado de la presidencia de la Cámara de Diputados a su escaño y pronunció la frase que se haría célebre: «Yo debo acusar, yo acuso». El 7 de noviembre del mismo año, la solicitud fue desestimada, pero la historia registra a Vigil como un modelo de parlamentario, valiente e integérrimo. 


En 1868 se presentó la acusación al general Pedro Diez Canseco, presidente interino. Tampoco prosperó. Al respecto, Jorge Basadre dice que ninguno de los cargos tenía extrema gravedad, dentro de la tradición administrativa peruana. No había interés político en lapidar moralmente a Diez Canseco, hombre honesto y ya retirado para siempre de la vida pública. 


Casi un siglo después, en 1956, Héctor Cornejo Chávez, brillante parlamentario y notable catedrático1, siendo diputado por la Democracia Cristiana, investigó e intentó acusar al dictador Odría, pero su empeño quedó trunco. 


Pese a que nuestra historia parlamentaria no tiene precedentes esclarecedores acerca de investigaciones a exmandatarios, es sin embargo abundante en juicios políticos, sobre todo a ministros de Estado. El Congreso de la República, es preciso recordarlo, ha usado y hasta abusado, en algunas oportunidades, de su potestad para fiscalizar, pero no siempre con buenos resultados. Esto ha inducido a pensar, con algo de razón, que las mayorías que han ocupado el Palacio Legislativo muchas veces utilizaron la facultad constitucional de averiguar asuntos de interés público para coaccionar a sus opositores. La prueba son las múltiples comisiones investigadoras que se formaron y los exiguos y poco significativos casos en los que se sancionó a los investigados. 


En descargo se podría decir, sin embargo, que el Parlamento no puede, ni debe, administrar justicia, porque esta no es su atribución. Pero sí puede, y debe, indagar hechos ilícitos y derivarlos a los jueces para que determinen, o no, la existencia de delito. 


Por eso, conformar una comisión que pusiera en claro los presuntos delitos cometidos por García, además de cumplir con una norma legal procedente, era una buena ocasión para demostrarle al país que la institución legislativa funcionaba; que las Cámaras podían averiguar, con objetividad, en un caso tan delicado. En el Perú, era la primera investigación que se efectuaba a un exmandatario. 


El 16 de agosto de 1990, a poco de iniciarse de manera efectiva las labores en la Cámara de Diputados elegida en abril de ese año, se aprobó una moción de orden del día, propuesta multipartidariamente, que solicitaba el nombramiento de una comisión investigadora para revisar las operaciones financieras, en el Perú y en el extranjero, llevadas a efecto por García, durante el ejercicio de su actividad como funcionario público. 


Fernando Olivera, después de aprobarse la moción, se acercó a mi escaño —no muy lejos del suyo— y me propuso que integrara la comisión.


—No te olvides que este es un asunto que ustedes prometieron durante la campaña con Vargas Llosa.


—Y es un compromiso que mantenemos. Dame unos días para conversar del tema con los diputados de Libertad.


—Pero no te demores ni te corras.


—No te preocupes. ¿Quién más está en tu lista?


—Lourdes Flores.


—Me parece excelente. 


Se levantó y fue hacia donde Lourdes Flores. Me quedé pensando en los problemas que podía traerme la labor que me proponía; para cierto sector, el líder del FIM era una persona difícil por su apasionamiento, pero indispensable en la Cámara porque no retrocedía fácilmente ni se daba por vencido. Las suspensiones parlamentarias y peleas (como la que sostuvo en pleno hemiciclo con Rómulo León Alegría) lo habían hecho conocido. Los apristas no le perdonaban que se les hubiera enfrentado solo, cuando ellos constituían una abrumadora mayoría en el régimen de García. Su propuesta era mi primer gran desafío. Sabía que era una tarea delicada y comprometedora; que aceptarla significaba disponerse a transitar una ruta minada. Los riesgos eran grandes: «quemarse» políticamente, enfrentarse al partido político más experimentado y agresivo sin contar con el apoyo parlamentario requerido2.


Sin embargo, existían medios para demostrar que los rumores de escándalo que corrían en todo el país tenían asidero. De García se ignoraba que hubiera asumido otro trabajo que su dedicación a la política y que, en muy poco tiempo, ya se había hecho de una magnífica residencia y una casa de playa. Eso era lo menos. En torno a él se tejían historias, que debían ser verificadas: su participación en la renegociación de la deuda externa; su intromisión en la compra de armamento bélico, en especial de los aviones Mirage; su afán en cancelar el contrato petrolero con la empresa Belco y el enigmático arreglo que hizo con Occidental Petroleum; su repentino empeño en construir un millonario tren eléctrico, sin contar con un respaldo técnico previo; su apoyo a ministros de su partido involucrados en casos dolosos; su poder para establecer el precio del dólar; el caso del Pia Vesta; el del BCCI, etcétera. La única manera de saber cuánto de verdad había en todo era a través de una comisión investigadora que proporcionara indicios inequívocos al Poder Judicial. 


Las primeras huellas, e inicialmente las únicas, eran las casas. Era improbable, numéricamente imposible, que García, con sus sueldos de profesor de una universidad estatal, parlamentario y abogado semiclandestino, pudiera haber comprado las residencias que poseía. Así lo demostraríamos ante el pleno del Congreso meses después.


En la reunión de la junta de portavoces, el presidente de la Cámara de Diputados había solicitado que se presentaran propuestas para configurar la comisión investigadora del presunto enriquecimiento del expresidente García. Mario Roggero, que actuaba como coordinador de los diputados del Movimiento Libertad, nos convocó para designar a un representante. Si bien yo me hallaba dispuesto, tenía que esperar la decisión de los demás. Roggero habló de la importancia de fijar nuestra posición nombrando a un portavoz del movimiento.


—Necesitamos que uno de nosotros integre esa comisión.


—Tú eres el indicado —le dije.


—Yo no puedo. Que sea el gordo Ghersi.


—Yo soy miembro de la bicameral de presupuesto y, por lo tanto, tengo incompatibilidad reglamentaria —acotó, con razón, Ghersi. 


Luego de un prolongado silencio, Alfredo Elías, nuestro diputado por Ica, me dijo:


—Tienes que ser tú, Pedro.


—Sí —asintieron de inmediato Mario Roggero, Óscar Urviola, Juan Carlos Camacho y José Tejero.


—Además, compadre, a ti te gusta la pelea —sentenció Ghersi.


—Cerrado —dijo Luis Delgado Aparicio, dando por consumado el nombramiento con un fuerte apretón de manos. 


En la sesión del día 25, a propuesta de la presidencia, el pleno de la Cámara de Diputados designó como integrantes a Fernando Olivera (FIM), Luis Alvarado Contreras y Jorge Del Castillo (APRA), Fausto Alvarado Dodero (SODE), Jorge Baca Luna (Partido Unificado Mariateguista, PUM), Lourdes Flores Nano (PPC) y a mí (Movimiento Libertad). Olivera, Alvarado Contreras y Baca Luna eran diputados reelegidos; los demás llegábamos por primera vez a la Cámara. 


Conformada la comisión, Fernando Olivera resultaba el llamado a presidirla: él había iniciado las denuncias en el régimen anterior y el tema de García había sido el eje de su campaña en las elecciones de 1990. Fue el parlamentario más votado3 y tenía, por lo tanto, un mandato popular importante que cumplir. Lourdes Flores, era una figura joven en ascenso, elegida concejal en el Municipio de Lima, luego de haber sido presentada para teniente alcaldesa en la lista del Fredemo; su imagen pública era impecable. Fausto Alvarado Dodero, abogado de experiencia, probaría muy pronto que iba a ser no solo excelente como expositor y en la tarea de recopilación e interpretación de leyes, sino el alma del equipo: el que le inyectaría, además de serenidad en los momentos difíciles, buen humor y optimismo permanentes. La presencia de Jorge Baca Luna tenía una connotación eminentemente política: integrante del PUM, el ala más radical de la izquierda en el Congreso, nos venía como anillo al dedo para que no se dijera que la comisión representaba a la «derecha». Jorge Del Castillo, abogado, que no hacía mucho había concluido su gestión de alcalde de Lima (a su costa, circularon, durante todo el tiempo que duró su periodo municipal, los mejores chistes políticos, y de los otros) y Luis Alvarado Contreras, también abogado, que había ejercido la presidencia de la Cámara de Diputados en el gobierno de García y como tal dominaba los tejemanejes parlamentarios y el reglamento interno, arma fundamental para dirigir comisiones, pedidos, plazos, elecciones, presentaciones, etcétera. 


Apenas la comisión inició sus trabajos, comenzaron también los problemas. Pronto se urdieron los ataques a Olivera, que ponían en duda su capacidad y afirmaban que solo buscaba la revancha política, porque su esposa era pariente de los dueños de uno de los bancos más importantes del país. Se trataba de impedir que continuara como presidente de la comisión. El chisme y la maledicencia tuvieron efectos inmediatos y convencieron a algunos periodistas. Todo se complicó más cuando el APRA quiso formar una comisión paralela en el Senado, presidida por Daniel Bocanegra de Cambio 90, con los mismos fines y prerrogativas que la de diputados. Tuvimos que actuar rápida y decididamente para desbaratar la artimaña.





1Sí, el mismo Cornejo Chávez que después sería connotado colaborador de la dictadura de Velasco, y que publicó el 5 de enero de 1992, en el diario La República, un apresurado artículo referido al Caso García, que lo defendía de su presunto enriquecimiento y repetía los argumentos más débiles e infelices que ya había ordenado el expresidente a sus escuderos.


2Después constaté que similar indecisión y zozobra experimentaron casi todos los integrantes de las diversas comisiones que vieron el caso. Para todos o casi todos, el mayor problema era el riesgo trágico de acusar sin pruebas suficientes a un inocente. Cumplir con el reto no fue nada fácil. Las presiones, los chantajes y los ataques no cesaron a lo largo de todo el proceso.


3Gracias a la cifra repartidora, su elección permitió que ingresaran al Congreso siete diputados de su lista; algunos con muy pocos votos.









Su ser natural


Una vez instalada la comisión, y sin la presencia de los diputados apristas ni la del PUM, nos reunimos en casa de Lourdes Flores (que en adelante sería nuestro centro de operaciones) y allí tomamos el primer acuerdo: citar a García y analizar todo lo que se venía diciendo en torno a él. 


Jorge Del Castillo y Luis Alvarado, que no se esperaban nuestra iniciativa, alegaron diversas razones para oponerse, pero al final se decidió la citación. García no concurrió a la primera convocatoria, pero sí a la segunda. 


En esa oportunidad, Fernando Olivera y yo estábamos solos en la Sala Quiñones de la Cámara de Diputados, cuando, de pronto, a las diez en punto —la hora exacta a la que había sido citado— abrió la puerta García. Quedamos perplejos. 


—¿Qué hago? —me preguntó Olivera, con voz inaudible. No se me ocurrió una respuesta más cursi para serenarlo y darle ánimos:


—Lo cortés no quita lo valiente. Dile: «Buenos días, senador». 


El expresidente no quería —o quizá no podía— ocultar un profundo fastidio. Tampoco le era posible dominar su nerviosismo; pero debía dar cara a las personas que, sin la menor duda, menos le agradaban. Tenía la expresión alterada. Estaba pálido. 


Pero aún más pálido —cerúleo— estaba Fernando Olivera. La verdad es que no habíamos imaginado ese momento. El desconcierto duró segundos; pero no así los efectos de la conmoción. Los adversarios, que se habían atacado implacablemente durante los últimos cinco años, se dieron la mano. A los pocos segundos, ingresaron Jorge Del Castillo y Luis Alvarado Contreras, acompañados por Armando Villanueva, Mercedes Cabanillas, Jorge Lozada Stanbury y un grupo de diputados apristas que tomaron asiento en sillas distantes a nuestra mesa. 


Olivera inició la sesión anunciando que Jorge Baca Luna se encontraba en el extranjero cumpliendo una comisión de servicio en el Parlamento Andino, y que Lourdes Flores y Fausto Alvarado estaban en camino, pero que se podía empezar la sesión sin ellos. García lo interrumpió para decir que prefería esperar a los parlamentarios ausentes. Olivera asintió, no sin antes agradecer su presencia, expresando que el objetivo de la convocatoria era escuchar, con libertad y las garantías que la Constitución y una democracia permiten, su versión de los hechos que se investigaban. 


No demoraron en llegar Lourdes y Fausto. Fernando Olivera dio el uso de la palabra a García, quien luego de saludar a los miembros de la Comisión expresó que concurría voluntariamente en su condición de senador vitalicio y expresidente. Afirmó que iba a demostrar que no había ningún crecimiento desproporcionado en su patrimonio en los últimos 13 años y que durante su gobierno solo había adquirido a su nombre en 1986 un terreno de 150 metros en la playa de Naplo, a 60 kilómetros de Lima. Luego prosiguió:


—La casa de Chacarilla, que es muy conocida —dijo—, fue comprada antes de ser presidente, con el producto de la venta de inmuebles adquiridos dos años antes. Como consta a muchos políticos, entre ellos el doctor Bedoya Reyes y el doctor Alva Orlandini, tenía desde 1983 un departamento en la avenida Pardo, donde tuve ocasión de invitar a todos los candidatos. Ese bien lo entregué para pagar la casa de Chacarilla, así como un pequeño terreno comprado muchos años antes en Chaclacayo. Esto para mí es muy importante: si se trata de investigar la gestión del presidente, que es lo que le interesa a la gente, desde 1985 en adelante solo tengo una pequeña casa en Naplo. La casa en la que vivo fue comprada meses antes del 28 de julio de 1985. Sin embargo, comprendo que los señores investigadores sostengan que ambos bienes son producto de un crecimiento desmesurado no durante la presidencia sino antes. Yo podría argumentar muchas cosas y decir que cualquiera de esos temas de los que se habla, de 1980 y 1981, estarían prescritos tributariamente; pero ese no es un argumento político para mí. Yo vengo a explicar ante ustedes cómo ha evolucionado mi patrimonio y cuáles han sido mis ingresos. No tengo ningún problema en hacerlo, porque soy político y porque me voy a quedar en la política. No tengo ningún recelo en decir cómo gané, cuánto gané y qué hice con los bienes —dijo, al tiempo de entregar a cada uno de los integrantes de la comisión copia de un cuadro donde explicaba sus ingresos.
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